
 

APROBACIÓN DE TRATADOS DE SEGURIDAD MARÍTIMA 

 

Artículo 1º.- Apruébase el Protocolo de Torremolinos de 1993 relativo al 

Convenio Internacional de Torremolinos Para La Seguridad de los Buques 

Pesqueros (1977), suscripto en la ciudad de Torremolinos el 2 de abril de 1993. 

 

Artículo 2°.- Apruébase el Acuerdo de Ciudad del Cabo de 2012 acerca de la 

aplicación de las disposiciones del Protocolo de Torremolinos de 1993 relativo al 

Convenio Internacional de Torremolinos para la seguridad de los buques 

pesqueros, 1977, suscripto en la Ciudad del Cabo, el 11 de octubre de 2012. 

 

Artículo 3°.- Apruébase el Texto refundido de las Reglas Del Anexo del 

Protocolo de Torremolinos de 1993, relativo al Convenio Internacional de 

Torremolinos para la seguridad de los buques pesqueros, 1977, en su forma 

modificada por el Acuerdo de Ciudad Del Cabo de 2012, sobre la implantación 

de las disposiciones del Protocolo de Torremolinos de 1993, relativo al Convenio 

Internacional de Torremolinos para la Seguridad de los buques pesqueros, 

1977, realizado por la Comisión de Seguridad Marítima de la Organización 

Marítima Internacional de las Naciones Unidas.  

 

ANEXO A: Protocolo de Torremolinos de 1993 relativo al Convenio Internacional 

de Torremolinos Para La Seguridad de los Buques Pesqueros (1977), suscripto 

en la ciudad de Torremolinos el 2 de abril de 1993. 

 

ANEXO B: Acuerdo de Ciudad del Cabo de 2012 acerca de la aplicación de las 

disposiciones del Protocolo de Torremolinos de 1993 relativo al Convenio 

Internacional de Torremolinos para la seguridad de los buques pesqueros, 1977, 

suscripto en la Ciudad del Cabo, el 11 de octubre de 2012. 

 



 

ANEXO C: Texto refundido de las Reglas Del Anexo del Protocolo de 

Torremolinos de 1993, relativo al Convenio Internacional de Torremolinos para 

la seguridad de los buques pesqueros, 1977, en su forma modificada por el 

Acuerdo de Ciudad Del Cabo de 2012, sobre la implantación de las 

disposiciones del Protocolo de Torremolinos de 1993, relativo al Convenio 

Internacional de Torremolinos para la Seguridad de los buques pesqueros, 

1977, realizado por la Comisión de Seguridad Marítima de la Organización 

Marítima Internacional de las Naciones Unidas. 

 

Artículo 4°.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

  



 

FUNDAMENTOS 

 

Señora Presidenta:  

 

Diversas iniciativas que tienen estado parlamentario 

(algunas de nuestra autoría) evidencian la preocupación existente respecto de la 

seguridad operacional en la navegación, y con relación al estado de los buques 

y artefactos navales matriculados. 

 

Esa preocupación se ha visto subrayada por la nutrida 

sucesión de graves accidentes en la actividad pesquera marítima. . Entre los 

años 2000 y febrero de 2017 se produjeron 77 muertes y 40 hundimientos 

(nomina que no incluye a lo acontecido con los buques Repunte y Rigel), No son 

números fríos, sino tragedias con pérdidas humanas, familias destruidas y 

zozobra en la actividad.  

Estos guarismos evidencian que existen algunas falencias y 

omisiones en la fiscalización de las condiciones de seguridad y operación que 

deben respetar, tanto la construcción de las naves y artefactos navales como su 

operación por la tripulación. 

 

Esta Senadora ya ha propuesta otras iniciativas con relación 

a la fiscalización, que se pretende completar con la presente, que aborda un 

aspecto normativo. 

En efecto, la República Argentina siempre ha tratado de 

mantenerse al día con las iniciativas internacionales, destinadas a contemplar la 

seguridad en la navegación. En tal sentido ha adherido al Convenio 

Internacional para la Seguridad de la Vida Humana en el Mar (SOLAS), 

aprobado mediante ley Nº 22.079, designando como autoridad de aplicación de 

sus normas a la Prefectura Naval Argentina, según lo dispuso la ley 26.108. 

También ha suscripto el Convenio Internacional de Torremolinos para la 



 

Seguridad de los Buques Pesqueros, de 1977, aprobado por ley 22.885. 

Asimismo, ha receptado lo dispuesto por la OMI, a través del dictado de la 

Resolución A. 484 (XII), aprobada el 19 de noviembre de 1981, que enumeró 

una serie de principios fundamentales para la correcta realización de las 

guardias de navegación en los buques pesqueros. Esos principios fueron 

plasmados en “recomendaciones”, inicialmente recogidos en la Ordenanza 

Marítima 5/89 (14/12/89), traducidos como “criterios”. 

 

El Convenio Internacional de Torremolinos mencionado, 

constituyó el primer convenio de índole internacional sobre la seguridad de los 

buques pesqueros. El tema ha sido motivo de preocupación en la Organización 

Marítima Internacional de las Naciones Unidas, desde el momento de su 

creación, pero no había podido ser incluido en el Convenio para la Seguridad de 

la Vida Humana en el Mar ni en el Convenio de Líneas de Carga por las 

diferencias de criterios presentados por las distintas naciones en cuanto a la 

construcción y utilización de este tipo de embarcaciones. Además, por primera 

vez, se incluyeron prescripciones sobre estabilidad en un instrumento 

internacional.  

 

Para que el Convenio pudiera entrar en vigor resultaba necesaria su ratificación 

por un mínimo de 15 países miembros de la Organización marítima 

Internacional, que tuvieran en conjunto el 50% del tonelaje de la flota pesquera 

mundial, considerando únicamente los buques de eslora igual o superior a los 

24 metros. 

El Convenio fue ratificado por 18 países, pero sin alcanzarse 

el requisito de tonelaje. A principios del año 1993 la Organización Marítima 

Internacional (OMI) decidió actualizar el Convenio de 1977 y fue así que el 2 de 

abril de 1993, tras largas sesiones, se aprobó el Protocolo del Convenio de 

Torremolinos con la particularidad que eliminaba de su redacción las 



 

disposiciones del Convenio original que planteaban dificultades de cumplimiento 

a ciertos Estados y permitía una rápida entrada en vigor. 

 

El Protocolo respondió a los avances habidos desde la 

aprobación del Convenio de 1977 en la actividad y en la tecnología de los 

buques pesqueros, relacionadas con su seguridad y la de los pescadores. Se 

contemplaba, entre otros aspectos, la tendencia a explotar en gran escala zonas 

pesqueras de aguas profundas y que se pescara en aguas alejadas de los 

puertos de origen, lo que exigía para los pescadores, condiciones de vida y de 

trabajos más confortables y seguros. Esto obligaba a la construcción de una 

nueva generación de buques pesqueros más modernos y más complejos. Para 

operar con éxito, estos buques debían equiparse con elementos avanzados de 

navegación y de localización de bancos de pesca.  

 

En tal sentido, el conjunto de sus normas trata las 

especificaciones sobre las características de diseño y construcción de los 

buques, su estanqueidad, criterios y pruebas de estabilidad, condiciones 

operacionales, características de las instalaciones de máquinas y eléctricas, 

prevención, detección y extinción de incendios, medidas para la protección de 

los tripulantes, dispositivos de salvamento, radiocomunicaciones y consignas 

para casos de emergencia, entre sus temas principales. 

 

El Protocolo es, en definitiva, un compendio detallado de 

cuestiones prácticas destinado a contribuir decisivamente a la mejoría de los 

criterios de seguridad en los buques pesqueros, que en nada restringe las 

facultades de las administraciones nacionales, que podrán adoptar previsiones 

de nivel superior, siempre que lo estimen conveniente. Se aplica a los buques 

pesqueros nuevos de navegación marítima de eslora igual o superior a los 24 

metros e incluye a aquellos que procesan sus capturas a bordo. Por lo que 

respecta a los buques existentes, las prescripciones se refieren tan sólo a las 



 

Radiocomunicaciones (Capítulo IX) y a los Aparatos y Medios Náuticos 

(Capítulo X). 

 

Para que el Protocolo entrara en vigor es necesario que sea 

ratificado por un mínimo de 15 Estados Miembros que reúnan 14.000 buques 

pesqueros de esa eslora, lo que equivale al 50% de la actual flota pesquera 

mundial.  

 

El 11 de diciembre de 1997 la Unión Europea adoptó la 

Directiva 97/70/CE, haciendo obligatorias en el ámbito de la CEE las 

prescripciones del Protocolo.  

 

En el año 2005, el Secretario General de la Organización 

Marítima Internacional remitió al Representante Permanente de nuestro país 

ante el organismo una nota en la que invita a la Argentina a adherir al 

documento, citando como una razón importante para hacerlo “el considerable 

número de buques pesqueros argentinos”. A pesar del requerimiento y del curso 

que se le dio, el pedido fracasó en cursos burocráticos. 

 

Dado que ni el Convenio internacional de Torremolinos para 

la seguridad de los buques pesqueros, de 1977, ni su Protocolo de 1993, 

entraron en vigor, el Grupo de Trabajo Conjunto FAO/OMI sobre la pesca ilegal, 

no documentada y no reglamentada (INDNR) y cuestiones afines, en su 

segunda reunión, celebrada en la sede de la FAO en 2007, recomendó a la 

Organización marítima Internacional en consulta con la FAO, que explorara la 

posibilidad de preparar un proyecto de acuerdo relativo a la aplicación del 

Protocolo de 1993. A este respecto, la FAO prestó una valiosa ayuda a la OMI 

para acelerar la entrada en vigor del Protocolo, por ejemplo, con la elaboración y 

realización de seminarios regionales, así como el desarrollo de un nuevo 

instrumento jurídicamente vinculante, que fue aprobado en una conferencia 



 

diplomática de la OMI el 11 de octubre de 2012 en Ciudad del Cabo (Sudáfrica). 

Se tituló “Acuerdo de Ciudad del Cabo de 2012 acerca de la aplicación de las 

disposiciones del Protocolo de Torremolinos de 1993 relativo al Convenio 

internacional de Torremolinos para la seguridad de los buques pesqueros, 

1977”. 

 

Al ratificar el Acuerdo de 2012, las Partes aceptan las 

enmiendas a las disposiciones del Protocolo de 1993, de modo que pueda 

entrar en vigor lo antes posible después de esa fecha. Este nuevo tratado entra 

en vigor 12 meses después de por lo menos 22 Estados, con un número total de 

3.600 buques pesqueros de eslora igual o superior a 24 metros que operen en 

alta mar hayan manifestado Adhesión. 

 

En diciembre de 2015, la Asamblea de la OMI, en su 29.º 

período de sesiones, aprobó la Resolución A.1107(29), sobre la entrada en vigor 

e implantación del Acuerdo de Ciudad del Cabo de 2012, que: a) INSTA a los 

Gobiernos a que examinen la posibilidad de aceptar, lo antes posible, el 

Acuerdo; b) INVITA a los Gobiernos que experimenten dificultades para 

constituirse en Partes en el Acuerdo a que informen de sus circunstancias a la 

Organización, para que pueda estudiarse la posibilidad de tomar medidas al 

respecto, incluida la provisión de la asistencia técnica necesaria; c) PIDE al 

Comité de seguridad marítima que examine la situación relativa a la entrada en 

vigor del Acuerdo y que, a la luz de los resultados de ese examen, tome las 

medidas que estime oportunas; d) PIDE al Secretario General que tome 

cualquier otra medida que sea necesaria para ayudar a los Gobiernos Miembros 

a constituirse en Partes en el Acuerdo y a implantarlo. 

 

Este Acuerdo supone una solución al problema ya que 

introduce cierto grado de flexibilidad en aquellos aspectos en los cuales había 

gran resistencia por parte de los estados y además permite que una 



 

Administración pueda eximir a todo buque con derecho a enarbolar su pabellón 

de cualquiera de los requisitos normativos si considera que su aplicación no es 

razonable ni factible. Por otro lado contribuye a desalentar las actividades de 

pesca ilícita y evitar el fraude marítimo, detectando la posible operación de 

“buques fantasmas”. Como es sabido, hace años arriban un gran número de 

buques pesqueros extranjeros a nuestros puertos, principalmente asiáticos, a 

descargar sus capturas, a cargar provisiones, a realizar reparaciones o 

mantenimientos, etc., no siendo posible hasta el momento aplicar ninguna 

normativa en materia de seguridad marítima a los mismos por cuanto no están 

contemplados en ningún Convenio internacional vigente, presentando con 

frecuencia serias falencias en materia de seguridad.  

 

Para revertir esta situación es necesario adecuar y actualizar 

los criterios de las normas nacionales que implementen o complementen dicho 

instrumento cuando haya sido ya ratificado y/o entrado en vigor el citado 

Acuerdo. Ello significará un paso importante no solo para la mejora de la 

seguridad en el sector, la prevención de la contaminación de nuestras aguas, 

sino que también la preservación de nuestro recurso ictícola en razón de que 

contribuirá a combatir la pesca ilegal, no documentada y no reglamentada, 

máxime teniendo en cuenta la ampliación de la plataforma continental aprobada 

por las Naciones Unidas.  

 

La Organización marítima Internacional, a través de su 

Comisión de Seguridad Marítima, ha hecho el trabajo de refundir en un texto las 

modificaciones que se han introducido por el Protocolo y por el Acuerdo, 

consolidando un texto final. 

 

En definitiva, a fin de alcanzar esos fines y dotar a la 

Republica de las normas internacionales más actualizadas, la iniciativa propicia 



 

aprobar los instrumentos que se han mencionado y que el último acuerdo 

unifica, así como el texto consolidado por la OMI. 

 

La situación actual abona esa necesidad de colocar a la 

Republica en el mejor nivel normativo para enfrentar los riesgos ya señalados. 

Debe tenerse presente además la importante dimensión de la actividad 

pesquera argentina, la gran cantidad de buques que involucra y la necesidad de 

mantener al día las exigencias en materia de seguridad e, incluso 

perfeccionarlas. 

Por las razones expuestas, invito a los Señores Senadores a 

acompañarme en la iniciativa. 

 


